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México, Distrito Federal. La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión correspondiente al diecinueve de agosto de dos mil quince, emite la siguiente: 
S E N T E N C I A
Mediante la cual se resuelve el amparo directo en revisión 548/2015, con motivo del recurso interpuesto por ***************(en lo sucesivo, la imputada o la quejosa), en contra de la sentencia de tres de diciembre de dos mil catorce, dictada por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, en el juicio de amparo directo ********.
El problema jurídico a resolver por esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación consiste en verificar la procedencia del recurso de revisión interpuesto contra la sentencia emitida en el juicio de amparo directo, conforme a los lineamientos establecidos al efecto en los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 81, fracción II, de la Ley de Amparo; 10, fracción III, y 21, fracción III, inciso a), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; así como el Acuerdo General 9/2015 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.
I. ANTECEDENTES DEL CASO
1. Hechos. En la sentencia de amparo, el tribunal colegiado de circuito realizó examen constitucional de legalidad sobre la sentencia reclamada bajo la acreditación del siguiente evento ilícito 
:
2. Desde finales del año de dos mil diez hasta el once de marzo del dos mil once, en el domicilio ********************************, la imputada tuvo en su poder la obra intitulada “San Felipe Neri. El Apóstol de Roma”, monumento histórico mueble que procedía del templo de la Santísima Trinidad, ubicado en la calle Nueve Sur esquina con avenida Trece Poniente, Barrio de Santa María Xixitla, de San Pedro Cholula, Puebla. 
3. Procedimiento penal. En razón de lo anterior, se libró orden de aprehensión en contra de la quejosa el diecinueve de febrero de dos mil trece, misma que fue cumplimentada, y tramitado el proceso penal, le fue dictada sentencia de primera instancia en la que fue condenada por el delito previsto y sancionado en el artículo 50 de la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos (a quien ilegalmente tenga en su poder un monumento histórico mueble que proceda de un inmueble a los que se refiere la fracción I, del artículo 36, de esa misma legislación especial); esta sentencia fue confirmada en segunda instancia
.
4. La anterior sentencia definitiva constituyó luego el acto reclamado por la quejosa al promover demanda de amparo directo.
II. TRÁMITE DEL JUICIO DE AMPARO
5. Demanda, trámite y sentencia de amparo directo. Por escrito presentado el veintiocho de julio de dos mil catorce, ante la Oficialía de Partes del Tercer Tribunal Unitario en Materia Penal del Primer Circuito, la quejosa solicitó, por su propio derecho, el amparo y protección de la Justicia Federal en contra de la sentencia condenatoria dictada por dicho tribunal unitario de circuito, el quince de julio de dos mil catorce, en el toca penal ********; ello, al estimar violados sus derechos humanos reconocidos en los artículos 1°, 14, 16 y 20 de la Constitución
. 
6. Por auto de seis de agosto de dos mil catorce, el Presidente del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito admitió la demanda de amparo y le dio trámite bajo el registro de amparo directo penal ******; en proveído de ocho de septiembre siguiente, se ordenó turnar el asunto al magistrado ponente; y finalmente, en sesión de tres de diciembre de dos mil catorce, se resolvió negar el amparo
.
7. Recurso de revisión. Mediante escrito presentado el veinte de enero de dos mil quince, el quejoso interpuso recurso de revisión, por lo que en auto dictado ese mismo día, el A quo ordenó remitir el recurso de revisión y el juicio de amparo a este Alto Tribunal
.
8. Trámite ante esta Suprema Corte de Justicia de la Nación. Por auto de seis de febrero de dos mil quince, el Presidente de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación admitió el recurso de revisión en el amparo directo, por lo que ordenó el envío de los autos a la Primera Sala y su turno a la Ponencia del Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. En acuerdo de veinticuatro de febrero siguiente, el Presidente de esta Primera Sala acordó avocarse al asunto con la remisión de los autos al Ministro Ponente
.
III. COMPETENCIA
9. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer del presente recurso de revisión, en términos de los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 83 y 96 de la Ley de Amparo; así como 21, fracción III, inciso a), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; además, el Punto Primero y Tercero del Acuerdo General Plenario 5/2013; ello, en virtud de que se interpuso contra una sentencia dictada por un tribunal colegiado de circuito en un juicio de amparo directo en materia penal.

10. El presente asunto se rige por la Ley de Amparo publicada en el Diario Oficial de la Federación el dos de abril de dos mil trece, con entrada en vigor a partir del día siguiente; ello, porque la demanda de amparo fue presentada después de esa fecha; así, en términos del artículo Tercero Transitorio del Decreto de reforma, el ordenamiento aplicable es la ley vigente.
IV. OPORTUNIDAD DEL RECURSO
11. El recurso de revisión del quejoso se interpuso dentro del término de diez días a que se refiere el artículo 86 de la Ley de Amparo vigente.
12. En principio, porque la sentencia de amparo de tres de diciembre de dos mil catorce, se notificó personalmente a la quejosa, el seis de enero de dos mil quince
.

13. Luego, en términos de los artículos 22 y 31, fracción II, de la Ley de Amparo, dicha notificación surtió efectos al día siguiente hábil, es decir, el siete de enero de dos mil catorce, por lo que el plazo de diez días transcurrió del ocho al veintiuno de enero de dos mil quince, descontándose los días diez, once, diecisiete y dieciocho de enero, al ser inhábiles, bajo los artículos 19, 22, 31, fracción II, de la Ley de Amparo; 163 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.
14. Por tanto, si la presentación del recurso de revisión fue el veinte de enero de dos mil quince
, resultó oportuno.
15. No es óbice a la determinación anterior, que exista una diversa notificación respecto de la sentencia recurrida, efectuada por lista el once de diciembre de dos mil catorce
; sin embargo, a la luz del principio pro persona, contenido en el artículo 1° de la Constitución, el plazo de diez días para la presentación del recurso de revisión debe computarse a partir de que se practicó aquella notificación que genere mayor beneficio al promovente privado de su libertad, es decir, la última de ellas, con la finalidad de maximizar la protección en favor de la procesada, por lo que en el presente caso, dicho plazo se computará a partir de la notificación que le fue realizada personalmente.
V. LEGITIMACIÓN
16. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que la quejosa está legitimada para interponer el presente recurso de revisión, pues en el juicio de amparo directo se le reconoció tal calidad; por consiguiente, en términos del artículo 5º, fracción I, de la Ley de Amparo, la decisión adoptada en la sentencia de amparo directo le afectaría directamente. 
VI. ELEMENTOS NECESARIOS PARA RESOLVER
17. A efecto de verificar la procedencia y materia de estudio del recurso de revisión, se reseñan los conceptos de violación planteados en el juicio de amparo directo, las consideraciones de la sentencia pronunciada en el mismo, así como los agravios de la quejosa.
18. Conceptos de violación. La demandante de amparo expuso como argumentos contra la sentencia reclamada, los sintetizados en el orden siguiente:
a) Los argumentos giraron en torno a la valoración de pruebas, falta de fundamentación y motivación en la sentencia reclamada, así como la falta de acreditación de los elementos del delito y su responsabilidad penal en la comisión del delito imputado. 
b) Asimismo, expuso que la autoridad responsable violó en su perjuicio el artículo 1° de la Constitución, ello, en virtud que se encontraba obligada a interpretar las pruebas que obraron en la causa atendiendo al principio pro persona. 

19. Sentencia de Amparo. El tribunal colegiado de circuito resolvió, en esencia, conforme a las siguientes consideraciones:
a) En primer término determinó que se respetaron sus derechos humanos contenidos en la Constitución y los instrumentos internacionales. 
b) El resto del estudio fue sobre la legalidad en la valoración de pruebas para la acreditación de los anteriores extremos, con ello, la configuración jurídica del delito, así como la plena responsabilidad penal de la quejosa. Luego, se procedió al examen constitucional de legalidad de la individualización de la sanción y demás consecuencias jurídicas del delito. 

20. Agravios. La quejosa recurrente expuso los motivos de inconformidad sintetizados en el orden siguiente:
a) Insistió en que no se interpretaron las pruebas que obraron en la causa atendiendo al principio pro persona, insuficiencia probatoria, así como la falta de acreditación de los elementos del delito y su responsabilidad en la comisión del delito imputado.
VII. ESTUDIO DE PROCEDENCIA DEL RECURSO
21. Como cuestión previa, se impone destacar que el amparo directo del cual ha devenido el presente recurso de revisión, fue promovido el veintiocho de julio de dos mil catorce; por ello, la tramitación del presente asunto se regula bajo los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 81, fracción II, y 96 de la Ley de Amparo; 10, fracción III, y 21, fracción III, inciso a), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; así como el Acuerdo General 9/2015, Puntos Primero y Segundo, del Pleno de este Alto Tribunal.
22. En ese orden, el artículo 107, fracción IX, de la Constitución ha seguido delimitando la procedencia del recurso de revisión en el juicio de amparo directo, únicamente cuando se resuelva sobre constitucionalidad de normas generales o se de una interpretación directa constitucional sobre un derecho humano, o bien, se omita decidir sobre tales planteamientos, de haberse hecho valer por el demandante de amparo, además, si es de importancia y trascendencia por esta Corte.

23. En concordancia con lo anterior, se establece en el artículo 81, fracción II, de la Ley de Amparo, que la materia del recurso se limitará a la decisión de las cuestiones propiamente constitucionales, sin poder comprender otras.
24. Luego, procede la revisión de las sentencias dictadas en el amparo uniinstancial, solo si entrañan la fijación de un criterio de importancia y trascendencia respecto de la constitucionalidad de una ley o se de una interpretación directa de índole constitucional.
25. Sobre el particular, el Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha emitido el Acuerdo 9/2015, de ocho de junio de dos mil quince, que establece:
PRIMERO. El recurso de revisión contra las sentencias que en materia de amparo directo pronuncien los Tribunales Colegiados de Circuito es procedente, en términos de lo previsto en los artículos 107, fracción IX, constitucional, y 81, fracción II, de la Ley de Amparo, si se reúnen los supuestos siguientes:

a) Si en ellas se decide sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de una norma general, o se establece la interpretación directa de un precepto constitucional o de los derechos humanos establecidos en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, o bien si en dichas sentencias se omite el estudio de las cuestiones antes mencionadas, cuando se hubieren planteado en la demanda de amparo, y
b) Si el problema de constitucionalidad referido en el inciso anterior entraña la fijación de un criterio de importancia y trascendencia.
SEGUNDO. Se entenderá que la resolución de un amparo directo en revisión permite fijar un criterio de importancia y trascendencia, cuando habiéndose surtido los requisitos del inciso a) del Punto inmediato anterior, se advierta que aquélla dará lugar a un pronunciamiento novedoso o de relevancia para el orden jurídico nacional.

También se considerará que la resolución de un amparo directo en revisión permite fijar un criterio de importancia y trascendencia, cuando lo decidido en la sentencia recurrida pueda implicar el desconocimiento de un criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación relacionado con alguna cuestión propiamente constitucional, por haberse resuelto en contra de dicho criterio o se hubiere omitido su aplicación.
26. Conforme a lo relacionado, para la procedencia del recurso de revisión contra la sentencia dictada en amparo directo, deben reunirse los siguientes supuestos:
1° Se decida sobre la constitucionalidad de una norma general o una interpretación directa constitucional, o bien, que habiéndose planteado ello en la demanda de amparo, se haya omitido su estudio.
2° Lo anterior entrañe la fijación de un criterio jurídico de importancia y trascendencia, a juicio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y conforme a los acuerdos generales.
27. Al respecto, es aplicable la jurisprudencia 1ª/J.101/2010
 de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, bajo el rubro y texto:
AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN. REQUISITOS DE PROCEDENCIA QUE DEBEN SER REVISADOS POR EL PRESIDENTE DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN O DE SUS SALAS. Conforme al artículo 90 de la Ley de Amparo, corresponde al Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación calificar la procedencia del recurso de revisión, admitiéndolo o desechándolo. Por su parte, los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 83, fracción V y 93 de la Ley de Amparo; 10, fracción III, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y el Acuerdo número 5/1999, de veintiuno de junio de mil novecientos noventa y nueve, del Pleno de este alto tribunal, disponen que los requisitos de procedencia que deben calificar el Presidente de la Suprema Corte o los de sus Salas son aquellos que pueden ser advertidos de una inmediata apreciación, como son: I. La oportunidad del recurso; II. La existencia de un planteamiento de inconstitucionalidad de una ley o interpretación directa de un precepto de la Constitución Federal (ya sea que se haya planteado en la demanda de amparo directo o que en la sentencia a revisar se hubiera omitido su estudio o se hubiera realizado de manera oficiosa por el tribunal colegiado de circuito); y, III. La falta de legitimación procesal del promovente del recurso de revisión intentado. Lo anterior, en virtud de que tales aspectos son susceptibles de apreciarse inmediatamente, en tanto que aspectos como la calificación de los agravios propuestos y el cumplimiento de los requisitos de importancia y trascendencia requieren forzosamente un estudio profundo del planteamiento realizado, por lo que en tal supuesto corresponde al Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o a las Salas respectivas, la realización del tal estudio.
28. Además, en relación con el primer requisito, con base en lo resuelto por el Tribunal Pleno en la contradicción de tesis 21/2011-PL, en sesión de nueve de septiembre de dos mil trece, esta Primera Sala entiende que una cuestión propiamente constitucional se actualiza cuando se exige la tutela del principio de supremacía constitucional para la solución de un caso concreto, porque justamente se presenta un conflicto interpretativo de la determinación normativa que para ese supuesto otorga la Constitución, en tanto texto normativo, lo cual implica la exigencia de desentrañar el significado de un elemento normativo o de alguna norma fundamental o de un derecho humano reconocido en un tratado internacional ratificado por México, mediante el despliegue de un método interpretativo.
29. Al respecto, el Pleno sostuvo que como consecuencia de la reforma al artículo 1°, el principio de supremacía constitucional se desenvuelve en dos concepciones distintas, cada una dando origen a un tipo de cuestión de constitucionalidad: una relativa a la protección consistente del sistema de fuentes y su principio de jerarquía normativa, otra relacionada con la protección coherente de la unidad de principios objetivos del ordenamiento jurídico mediante el principio de mayor protección de los derechos humanos.

30. Así, una cuestión de constitucionalidad se puede definir, en términos generales, mediante un criterio positivo y otro negativo. De manera positiva, se origina por el ejercicio interpretativo de un elemento o norma constitucional para la resolución del caso, entendiendo con ello no sólo la interpretación de los preceptos de la Constitución Federal, sino de los derechos humanos reconocidos en los tratados internacionales de los que México es parte de acuerdo a lo previsto en el artículo 1°, párrafo primero, de la propia Constitución Federal. Por su parte, el criterio negativo radica en la identificación de su opuesto: la cuestión de legalidad.
31. En efecto, aquellas cuestiones jurídicas atinentes exclusivamente a determinar la debida aplicación de una ley o la determinación del sentido de una norma infraconstitucional, se encuadra como una cuestión de legalidad en la que lo relevante es desentrañar el sentido normativo de tales fuentes normativas.
32. Lo precedente no implica que una cuestión de legalidad esté desvinculada de la fuerza protectora de la norma fundamental, pues la Constitución establece en sus artículos 14 y 16 el derecho humano a la legalidad, lo cual conlleva evaluar la debida aplicación de la ley; sin embargo, ello se trata de una violación indirecta a la Constitución que no exige el ejercicio interpretativo de un elemento genuinamente constitucional, sino sólo una referencia en vía de consecuencia. 

33. Por tanto, para que se actualice una cuestión de constitucionalidad para efectos de la procedencia de un recurso de revisión en el amparo directo, es necesario que en el fallo recurrido se haya realizado un pronunciamiento sobre la constitucionalidad de normas generales, se estableciera la interpretación directa de una norma constitucional o de los derechos humanos reconocidos en la misma y tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, o bien, que habiéndose planteado ello en la demanda de amparo, se haya omitido su estudio en la respectiva sentencia constitucional. 
34. Por lo que hace al segundo requisito, aun cuando exista una cuestión de constitucionalidad, la procedencia del recurso se supedita constitucionalmente a que se fije un criterio de importancia y trascendencia para el ordenamiento jurídico, a juicio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y conforme a los acuerdos generales que emita el Tribunal Pleno, tal como fue ya destacado.
35. Sobre este último aspecto debe entonces atenderse a lo que se precisa en el punto Segundo del Acuerdo Número 9/2015 antes citado, en virtud del cual, por regla general, se entiende que no se surten los requisitos de importancia y trascendencia cuando se advierta que el estudio del recurso de revisión no dará lugar a un pronunciamiento novedoso o de relevancia para el orden jurídico nacional, o bien, cuando lo decidido en la sentencia recurrida no pueda implicar el desconocimiento de un criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación relacionado con alguna cuestión propiamente constitucional, por haberse resuelto en contra de dicho criterio o se hubiese omitido su aplicación.
36. Conforme a lo anterior, en el caso concreto no se surten los requisitos de procedencia del juicio de amparo directo en revisión que han sido precisados, ya que por un lado, del escrito inicial de demanda se advierte que la parte quejosa no impugnó la constitucionalidad de una norma general, ni tampoco planteó alguna interpretación constitucional; amén que el tribunal colegiado de circuito, al dictar la sentencia correspondiente, no decidió sobre la constitucionalidad de una norma general, como tampoco fijó alguna interpretación directa constitucional. 

37. Por el contrario, todos los planteamientos del quejoso recurrente son de mera legalidad, pues lo que realmente adujo fue la valoración del acervo probatorio. 
38. Luego, el tribunal colegiado de circuito procedió al examen constitucional de la sentencia proveniente de la instancia penal; sin embargo, ello fue en aspectos también de mera legalidad, en concordancia con la propia demanda de amparo, amén de no advertir deficiencia de la queja que debiera suplir.
39. Ciertamente, el tribunal constitucional verificó que se cumplieron las formalidades del procedimiento, requisitos formales de fundamentación y motivación, así como la acreditación del delito y la plena responsabilidad penal del sentenciado, ello, bajo todo el contexto probatorio conducente.

40. Así, lo anterior fue en un estudio constitucional de mera legalidad, con base en el cual se convalidó la determinación del tribunal responsable de segunda instancia.

41. Por tanto, no procede la excepción de la revisión para el amparo uniinstancial.

42. En este sentido se ha pronunciado esta Primera Sala, en la jurisprudencia 1a./J. 63/2010
, que dice:

INTERPRETACIÓN DIRECTA DE NORMAS CONSTITUCIONALES. CRITERIOS POSITIVOS Y NEGATIVOS PARA SU IDENTIFICACIÓN. En la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación pueden detectarse, al menos, dos criterios positivos y cuatro negativos para identificar qué debe entenderse por ‘interpretación directa’ de un precepto constitucional, a saber: en cuanto a los criterios positivos: 1) la interpretación directa de un precepto constitucional con el objeto de desentrañar, esclarecer o revelar el sentido de la norma, para lo cual puede atenderse a la voluntad del legislador o al sentido lingüístico, lógico u objetivo de las palabras, a fin de entender el auténtico significado de la normativa, y ello se logra al utilizar los métodos gramatical, analógico, histórico, lógico, sistemático, causal o teleológico. Esto implica que la sentencia del tribunal colegiado de circuito efectivamente debe fijar o explicar el sentido o alcance del contenido de una disposición constitucional; y, 2) la interpretación directa de normas constitucionales que por sus características especiales y el carácter supremo del órgano que las crea y modifica, además de concurrir las reglas generales de interpretación, pueden tomarse en cuenta otros aspectos de tipo histórico, político, social y económico. En cuanto a los criterios negativos: 1) no se considera interpretación directa si únicamente se hace referencia a un  criterio emitido por la Suprema Corte de Justicia en el que se establezca el alcance y sentido de una norma constitucional. En este caso, el tribunal colegiado de circuito no realiza interpretación alguna sino que simplemente refuerza su sentencia con lo dicho por el Alto Tribunal; 2) la sola mención de un precepto constitucional en la sentencia del tribunal colegiado de circuito no constituye una interpretación directa; 3) no puede considerarse que hay interpretación directa si deja de aplicarse o se considera infringida una norma constitucional; y, 4) la petición en abstracto que se le formula a un tribunal colegiado de circuito para que interprete algún precepto constitucional no hace procedente el recurso de revisión si dicha interpretación no se vincula a un acto reclamado.

43. De la interpretación de este criterio se desprende que entonces, las pretensiones del recurrente son atinentes a aspectos de mera legalidad y no de interpretación directa constitucional. Lo anterior, porque la presente revisión ha devenido del estudio efectuado por el tribunal colegiado de circuito, al pronunciarse en torno a la legalidad de las pruebas, acreditación del delito y la responsabilidad penal; conforme a lo cual, se sostuvieron las bases de un examen constitucional de mera legalidad, por lo que dichas consideraciones no se pueden entender como un estudio de constitucionalidad para que proceda el recurso de revisión intentado, pues no implicó una reflexión hermenéutica para desentrañar el alcance del precepto constitucional invocado.
44. Tiene aplicación la jurisprudencia 1a./J. 34/2005
, de rubro y texto siguientes: 
REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. ALCANCE DE LA EXPRESIÓN ‘INTERPRETACIÓN DIRECTA DE UN PRECEPTO CONSTITUCIONAL’ COMO SUPUESTO DE PROCEDENCIA DE ESE RECURSO. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, a propósito de definir lo que se entiende por interpretación directa de un precepto constitucional, emitió la tesis de jurisprudencia P./J. 46/91, publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo VIII, noviembre de 1991, página 39, de rubro: ‘REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. LA INTERPRETACIÓN DIRECTA DE UN PRECEPTO CONSTITUCIONAL, COMO SUPUESTO DE PROCEDENCIA, EXISTE CUANDO A TRAVÉS DE ELLA SE DETERMINAN EL SENTIDO Y EL ALCANCE JURÍDICOS DE LA NORMA CONSTITUCIONAL SOBRE LA BASE DE UN ANÁLISIS GRAMATICAL, HISTÓRICO, LÓGICO O SISTEMÁTICO’. Ahora bien, si se toma en cuenta que ‘interpretar’, en términos generales, significa explicar, esclarecer y, por ende, desentrañar el sentido de alguna cosa o de una expresión para descubrir lo que significa, y que interpretar una ‘ley’ es revelar el sentido que ésta encierra, ya sea atendiendo a la voluntad del legislador, al sentido lingüístico de las palabras que utiliza, o bien al sentido lógico objetivo de la ley como expresión del derecho cuando se considera que el texto legal tiene una significación propia e independiente de la voluntad real o presunta de sus autores, que se obtiene de las conexiones sistemáticas que existan entre el sentido de un texto y otros que pertenezcan al ordenamiento jurídico de que se trata u otros diversos, se concluye que en la interpretación de las normas constitucionales, además de concurrir las reglas generales destacadas, y dadas las especiales características derivadas de su materia y carácter supremo del órgano que las crea y modifica, entre otros, existen aspectos peculiares en la interpretación de tales normas que también pueden tomarse en cuenta, como los factores políticos, históricos, sociales y económicos para entender su significado.

45. Por todo lo anterior, si el amparo directo en revisión solo es procedente contra las resoluciones que en amparo directo se pronuncien en torno a temas de constitucionalidad, resulta improcedente contra cuestiones de mera legalidad como las aquí planteadas por la parte quejosa recurrente.
46. En este sentido se ha pronunciado la Primera Sala de este Alto Tribunal, en lo conducente, en la jurisprudencia 1a./J.10/2014
 que dice:

PRINCIPIO PRO PERSONA Y RECURSO EFECTIVO. EL GOBERNADO NO ESTÁ EXIMIDO DE RESPETAR LOS REQUISITOS DE PROCEDENCIA PREVISTOS EN LAS LEYES PARA INTERPONER UN MEDIO DE DEFENSA. Si bien la reforma al artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de 10 de junio de 2011, implicó la modificación del sistema jurídico mexicano para incorporar el denominado principio pro persona, el cual consiste en brindar la protección más amplia al gobernado, así como los tratados internacionales en materia de derechos humanos, entre ellos el derecho a un recurso efectivo, previsto en el artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, ello no significa que en cualquier caso el órgano jurisdiccional deba resolver el fondo del asunto, sin que importe la verificación de los requisitos de procedencia previstos en las leyes nacionales para la interposición de cualquier medio de defensa, ya que las formalidades procesales son la vía que hace posible arribar a una adecuada resolución, por lo que tales aspectos, por sí mismos, son insuficientes para declarar procedente lo improcedente.

47. No pasa desapercibido que el presente asunto deriva de la materia penal, pero en el análisis de la procedencia del recurso se observa que no opera la suplencia de la deficiencia de la queja que prevé el artículo 79, fracción III, inciso a), de la Ley de Amparo, en virtud que dicha suplencia se ha instaurado para que proceda cuando se advierta que la queja es deficiente, lo que abarca en la materia penal, incluso, la omisión de expresión de conceptos de violación o agravios, pero no al extremo de modificar el régimen que ha establecido la Constitución Federal, en cuanto a la procedencia del recurso de revisión en amparo directo.
48. Así es, conforme al artículo 79, fracción III, inciso a), de la Ley de Amparo, las autoridades que conozcan del juicio de amparo deberán suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, así como de los agravios formulados en los recursos que esta ley establece, en materia penal, aun ante la ausencia de conceptos de violación o de agravios. Suplir implica en este caso integrar lo que falta o subsanar una imperfección, completar lo parcial o incompleto y únicamente opera sobre conceptos de violación o agravios en el caso que éstos sean materia de estudio ante la inexistencia de una causa de improcedencia, por lo que la suplencia opera una vez que es procedente el juicio o recurso, pero no implica actuar al margen de la ley declarando procedente lo improcedente, porque esto es ilegal y la suplencia está comprendida en la ley y en los términos especificados.
49. Es aplicable por identidad de razón la jurisprudencia 1a./J.13/94
, sustentada por esta Primera Sala, de rubro y texto:

PROCEDENCIA DE RECURSOS. NO OPERA LA SUPLENCIA DE LA QUEJA EN LA. Tratándose del análisis de la procedencia del recurso, la regla general es que no debe operar la suplencia de la queja deficiente, que ordena el artículo 76 bis de la Ley de Amparo, no obstante que se trate de la materia penal (artículo 76 bis, fracción II de la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 constitucionales), porque esta suplencia se ha instaurado, para que proceda cuando advierta el juzgador que la queja es deficiente, abarcando en la materia penal, incluso la omisión de expresión de conceptos de violación o agravios, pero no hasta el extremo de modificar el régimen que ha establecido la Constitución Federal y la propia Ley de Amparo, respecto de la procedencia del recurso de revisión en amparos directos.

50. Asimismo, se estima aplicable la diversa jurisprudencia 1a./J. 50/98
,emitida por esta Primera Sala, que dice:
SUPLENCIA DE LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA EN MATERIA PENAL, NO IMPLICA EL HACER PROCEDENTE UN RECURSO QUE NO LO ES. La suplencia de la deficiencia de la queja que existe en la materia penal sólo tiene como fin resolver sobre la cuestión efectivamente planteada y sobre la legalidad o constitucionalidad del acto impugnado, no obstante las imperfecciones o ausencia de conceptos de violación o agravios, para evitar que por una defensa inadecuada o insuficiente, se prive de la libertad de manera injustificada a una persona, pero de ninguna manera llega al extremo de admitir juicios o recursos no permitidos por la Constitución General de la República y las leyes que de ella emanan. Conforme al artículo 76 bis, fracción II, de la Ley de Amparo, las autoridades que conozcan del juicio de amparo deberán suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, así como de los agravios formulados en los recursos que esta ley establece, en materia penal, aun ante la ausencia de conceptos de violación o de agravios. Suplir implica en este caso integrar lo que falta o subsanar una imperfección, completar lo parcial o incompleto, y únicamente opera sobre conceptos de violación o agravios en el caso de que éstos sean materia de estudio ante la inexistencia de una causa de improcedencia, por lo que la suplencia sólo opera una vez que es procedente el juicio o recurso, pero no significa actuar al margen de la ley declarando procedente lo improcedente.

51. No es obstáculo a la conclusión alcanzada, el hecho de que el Presidente de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación haya admitido el recurso, toda vez que se trata de una determinación de trámite que no causa estado.

52. Sirve de apoyo a lo anterior, la jurisprudencia P./J. 19/98,
  sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro y texto: 

REVISIÓN EN AMPARO. NO ES OBSTÁCULO PARA EL DESECHAMIENTO DE ESE RECURSO, SU ADMISIÓN POR EL PRESIDENTE DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN. La admisión del recurso de revisión por el presidente de la Suprema Corte de Justicia de la  Nación constituye una resolución que no es definitiva, ya que el Tribunal Pleno está facultado, en la esfera de su competencia, para realizar el estudio a fin de determinar la procedencia del recurso y, en su caso, resolver su desechamiento.

VIII. DECISIÓN
53. Por todo lo expuesto, la parte quejosa no realizó una genuina solicitud de interpretación constitucional, por lo que el tribunal de amparo realizó un estudio exhaustivo de la sentencia reclamada y las cuestiones decididas en esta, pero en ningún momento sobre tópicos de constitucionalidad, sino de mera legalidad; así, debe declararse improcedente el recurso de revisión intentado y, por ende, desecharlo.
Por lo expuesto y fundado, se resuelve:

PRIMERO. Se desecha por improcedente el recurso de revisión a que este toca se refiere.

SEGUNDO. Queda firme la sentencia recurrida. 

Notifíquese; con testimonio de esta resolución vuelvan los autos a su lugar de origen y, en su oportunidad, archívese el toca como asunto concluido.
Así lo resolvió, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por unanimidad de cuatro votos de los señores Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien se reservó el derecho de formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Presidente Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena (Ponente). Ausente la Ministra Olga Sánchez Cordero de García Villegas.
Firman el Presidente de la Primera Sala y Ponente, con el Secretario de Acuerdos, que autoriza y da fe.

PRESIDENTE Y PONENTE:

MINISTRO ALFREDO GUTIÉRREZ ORTIZ MENA.
SECRETARIO DE ACUERDOS:

LIC. JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN.
En términos de lo previsto en los artículos 3°, fracción II, 13, 14 y 18 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos.
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